
LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS 

 

Artículo 50 Bis.- Cada Institución Financiera deberá contar con una Unidad Especializada que tendrá por 

objeto atender consultas y reclamaciones de los Usuarios. Dicha Unidad se sujetará a lo siguiente:  

  
I. El Titular de la Unidad deberá tener facultades para representar y obligar a la Institución 

Financiera al cumplimiento de los acuerdos derivados de la atención que se dé a la 

reclamación;  

  
II. Contará con encargados regionales en cada entidad federativa en que la Institución 

Financiera tenga sucursales u oficinas de atención al público;  

  
III. Los gastos derivados de su funcionamiento, operación y organización correrán a cargo de 

las Instituciones Financieras;  

  
IV. Deberá recibir la consulta, reclamación o aclaración del Usuario por cualquier medio que 

facilite su recepción, incluida la recepción en las sucursales u oficinas de atención al público 

y responder por escrito dentro de un plazo que no exceda de treinta días hábiles, contado 

a partir de la fecha de su recepción, y  

  
V. El titular de la Unidad Especializada deberá presentar dentro de los diez días hábiles 

siguientes al cierre de cada trimestre, un informe a la Comisión Nacional de todas las 

consultas, reclamaciones y aclaraciones recibidas y atendidas por la Institución Financiera 

en los términos que la Comisión Nacional establezca a través de disposiciones de carácter 

general que para tal efecto emita.  

  
La presentación de reclamaciones ante la Unidad Especializada suspenderá la prescripción de las acciones 

a que pudieren dar lugar.  

  
Las Instituciones Financieras deberán informar mediante avisos colocados en lugares visibles en todas 

sus sucursales la ubicación, horario de atención y responsable o responsables de la Unidad Especializada. 

Los Usuarios podrán a su elección presentar su consulta o reclamación ante la Unidad Especializada de 

la Institución Financiera de que se trate o ante la Comisión Nacional.  

  
En el caso de que las Instituciones Financieras no tengan sucursales u oficinas de atención al público no 

les serán aplicables las obligaciones previstas en la fracción II del párrafo primero y el párrafo tercero de 

este artículo. Dichas Instituciones Financieras solamente deberán señalar los datos de contacto de su 

Unidad Especializada en un lugar visible y de fácil acceso al público general en el medio electrónico que 

utilicen para ofrecer sus servicios.  

  
Las Unidades Especializadas serán supervisadas por la Comisión Nacional.  

  
Artículo 65.- Las reclamaciones deberán presentarse dentro del término de dos años contados a partir de 

que se presente el hecho que les dio origen, a partir de la negativa de la Institución Financiera a satisfacer 

las pretensiones del Usuario o, en caso de que se trate de reclamaciones por servicios no solicitados, a 

partir de que tuvo conocimiento del mismo.  

  
La reclamación podrá presentarse por escrito o por cualquier otro medio, a elección del Usuario, en el 

domicilio de la Comisión Nacional o en cualquiera de las Delegaciones o en la Unidad Especializada a que 

se refiere el artículo 50 Bis de esta Ley, de la Institución Financiera que corresponda.  

  
Artículo 66.- La reclamación que reúna los requisitos señalados, por su sola presentación, interrumpirá la 

prescripción de las acciones legales correspondientes, hasta que concluya el procedimiento.  

  



Artículo 68.- La Comisión Nacional, deberá agotar el procedimiento de conciliación, conforme a las 

siguientes reglas:  

  
I. El procedimiento de conciliación sólo se llevará a cabo en reclamaciones por cuantías totales 

inferiores a tres millones de unidades de inversión, salvo tratándose de reclamaciones en contra de 

instituciones de seguros en cuyo caso la cuantía deberá de ser inferior a seis millones de unidades 

de inversión.  

 

I. Bis. La Comisión Nacional citará a las partes a una audiencia de conciliación que se realizará dentro de 

los veinte días hábiles siguientes contados a partir de la fecha en que se reciba la reclamación. 

 

La conciliación podrá celebrarse vía telefónica o por otro medio idóneo, en cuyo caso la Comisión 

Nacional o las partes podrán solicitar que se confirmen por escrito los compromisos adquiridos.  

 

II. La Institución Financiera deberá, por conducto de un representante, rendir un informe por escrito que 

se presentará con anterioridad o hasta el momento de la celebración de la audiencia de conciliación 

a que se refiere la fracción anterior;  

 

III. En el informe señalado en la fracción anterior, la Institución Financiera, deberá responder de 

manera razonada a todos y cada uno de los hechos a que se refiere la reclamación, en caso 

contrario, dicho informe se tendrá por no presentado para todos los efectos legales a que haya 

lugar;  

 

La institución financiera deberá acompañar al informe, la documentación, información y todos los 

elementos que considere pertinentes para sustentarlo, no obstante, la Comisión Nacional podrá en 

todo momento, requerir a la institución financiera la entrega de cualquier información, 

documentación o medios electromagnéticos que requiera con motivo de la reclamación y del 

informe;  

  
IV. La Comisión Nacional podrá suspender justificadamente y por una sola ocasión, la audiencia de 

conciliación. En este caso, la Comisión Nacional señalará día y hora para su reanudación, la cual 

deberá llevarse a cabo dentro de los diez días hábiles siguientes.  

 

La falta de presentación del informe no podrá ser causa para suspender la audiencia referida.  

  
V. La falta de presentación del informe dará lugar a que la Comisión Nacional valore la procedencia de 

las pretensiones del Usuario con base en los elementos con que cuente o se allegue conforme a la 

fracción VI, y para los efectos de la emisión del dictamen, en su caso, a que se refiere el artículo 68 

Bis.  

  
VI. La Comisión Nacional cuando así lo considere o a petición del Usuario, en la audiencia de 

conciliación correspondiente o dentro de los diez días hábiles anteriores a la celebración de la misma, 

podrá requerir información adicional a la Institución Financiera, y en su caso, diferirá la audiencia 

requiriendo a la Institución Financiera para que en la nueva fecha presente el informe adicional;  

  
Asimismo, podrá acordar la práctica de diligencias que permitan acreditar los hechos constitutivos 

de la reclamación.  

  
VII.  En la audiencia respectiva se exhortará a las partes a conciliar sus intereses, para tal efecto, el 

conciliador deberá formular propuestas de solución y procurar que la audiencia se desarrolle en forma 

ordenada y congruente. Si las partes no llegan a un arreglo, el conciliador deberá consultar el 

Registro de Ofertas Públicas del Sistema Arbitral en Materia Financiera, previsto en esta misma Ley, 

a efecto de informar a las mismas que la controversia se podrá resolver mediante el arbitraje de esa 

Comisión Nacional, para lo cual las invitará a que, de común acuerdo y voluntariamente, designen 



como árbitro para resolver sus intereses a la propia Comisión Nacional, quedando a elección de las 

mismas, que sea en amigable composición o de estricto derecho.  

Para el caso de la celebración del convenio arbitral correspondiente, a elección del Usuario la 

audiencia respectiva podrá diferirse para el solo efecto de que el Usuario desee asesorarse de un 

representante legal. El convenio arbitral correspondiente se hará constar en el acta que al efecto 

firmen las partes ante la Comisión Nacional.  

  

En caso que las partes no se sometan al arbitraje de la Comisión Nacional se dejarán a salvo sus 

derechos para que los hagan valer ante los tribunales competentes o en la vía que proceda.  

  
En el evento de que la Institución Financiera no asista a la junta de conciliación se le impondrá 

sanción pecuniaria y se emplazará a una segunda audiencia, la cual deberá llevarse a cabo en un 

plazo no mayor a diez días hábiles; en caso de no asistir a ésta se le impondrá una nueva sanción 

pecuniaria.  

  
La Comisión Nacional entregará al reclamante, contra pago de su costo, copia certificada del 

dictamen a que se refiere el artículo 68 Bis, a efecto de que lo pueda hacer valer ante los tribunales 

competentes;  

 

La solicitud se hará del conocimiento de la Institución Financiera para que ésta manifieste lo que a 

su derecho convenga y aporte los elementos y pruebas que estime convenientes en un plazo que no 

excederá de diez días hábiles.  

  
Si la Institución Financiera no hace manifestación alguna dentro de dicho plazo, la Comisión emitirá 

el dictamen con los elementos que posea.  

 

VIII. En caso de que las partes lleguen a un acuerdo para la resolución de la reclamación, el mismo 

se hará constar en el acta circunstanciada que al efecto se levante. En todo momento, la 

Comisión Nacional deberá explicar al Usuario los efectos y alcances de dicho acuerdo; si 

después de escuchar explicación el Usuario decide aceptar el acuerdo, éste se firmará por 

ambas partes y por la Comisión Nacional, fijándose un término para acreditar su cumplimiento. 

El convenio firmado por las partes tiene fuerza de cosa juzgada y trae aparejada ejecución;  

 

IX. La carga de la prueba respecto del cumplimiento del convenio corresponde a la Institución 

Financiera y, en caso de omisión, se hará acreedora de la sanción que proceda conforme a la 

presente Ley, y  

 

X. Concluidas las audiencias de conciliación y en caso de que las partes no lleguen a un acuerdo 

se levantará el acta respectiva. En el caso de que la Institución Financiera no firme el acta, ello 

no afectará su validez, debiéndose hacer constar la negativa.  

 

Adicionalmente, la Comisión Nacional ordenará a la Institución Financiera correspondiente que 

registre el pasivo contingente totalmente reservado que derive de la reclamación, y dará aviso 

de ello a las Comisiones Nacionales a las que corresponda su supervisión.  

 

En el caso de instituciones y sociedades mutualistas de seguros, la orden mencionada en el 

segundo párrafo de esta fracción se referirá a la constitución e inversión conforme a la Ley en 

materia de seguros, de una reserva técnica específica para obligaciones pendientes de cumplir, 

cuyo monto no deberá exceder la suma asegurada. Dicha reserva se registrará en una partida 

contable determinada.  

 

En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, el registro contable podrá ser 

cancelado por la Institución Financiera bajo su estricta responsabilidad, si transcurridos ciento 

ochenta días naturales después de su anotación, el reclamante no ha hecho valer sus derechos 



ante la autoridad judicial competente o no ha dado inicio el procedimiento arbitral conforme a 

esta Ley. 

El registro del pasivo contingente o la constitución de la reserva técnica, según corresponda, 

será obligatoria para el caso de que la Comisión Nacional emita el dictamen a que hace 

referencia el artículo 68 Bis de la presente Ley. Si de las constancias que obren en el expediente 

respectivo se desprende, a juicio de la Comisión Nacional, la improcedencia de las pretensiones 

del Usuario, ésta se abstendrá de ordenar el registro del pasivo contingente o la constitución 

de la reserva técnica, según corresponda.  

  
XI. Los acuerdos de trámite que emita la Comisión Nacional no admitirán recurso alguno. 


